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procedente del Tribunal 
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de San Juan 
 
Civil Núm.:  
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Sobre: 
Cobro de dinero. 

 
Panel integrado por su presidenta, la Jueza Jiménez Velázquez, la 

Jueza Cintrón Cintrón y la Jueza Rivera Marchand. 
 
Jiménez Velázquez, jueza ponente.  

 
 

RESOLUCIÓN 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 10 de julio de 2017. 

La parte peticionaria, Hoglund & Pamias, PSC (H & P), solicita 

que revisemos una Resolución bajo la Regla 36.4 de Procedimiento 

Civil, emitida y notificada el 15 de junio de 2017, por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala de San Juan.  

Examinada la solicitud de dicha parte, así como la resolución 

interlocutoria cuya revisión se solicita, concluimos que no procede 

la expedición del auto.1   

I 

 El 22 de julio de julio de 2014, H & P instó una demanda sobre 

cobro de dinero contra Ángel Figueroa Vivas, Ángel Figueroa Cruz, 

sus respectivos cónyuges y sociedad de bienes gananciales, y la 

empresa Updatecom, Inc. En síntesis, adujo que fue contratada por 

los codemandados para representar a Updatecom. Inc. en un pleito 

                                                 
1 Conjuntamente con el recurso de certiorari, H & P presentó una Moción urgente 
en auxilio de jurisdicción y en solicitud de orden de suspensión de los 
procedimientos, para que emitiésemos una orden al foro de instancia y 

paralizáramos los procedimientos ante su consideración; específicamente, la vista 

evidenciaria pautada para mañana martes, 11 de julio de 2017. Con relación a 

esta solicitud, basta consignar que la misma adolece de la notificación simultánea 
que exige la Regla 79 (E) del Reglamento de este Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA 

Ap. XXII-B, R. 79 (E), por lo que declaramos No Ha Lugar a la misma.  
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por violación de derechos de autor en el Tribunal de Distrito de los 

Estados Unidos para el Distrito de Puerto Rico (pleito federal). H & 

P alegó que el acuerdo de servicios profesionales estableció que 

dicha entidad tendría derecho a cobrar honorarios contingentes 

equivalentes al 30% de la suma que se obtuviera finalmente en el 

pleito federal, o a razón de una tarifa de $150.00 por hora, lo que 

fuera mayor. Añadió que el caso federal se transigió a favor de sus 

representados, por la suma de $110,000.00. Los aquí demandados 

pagaron a H & P la suma de $33,000.00, equivalente al 30% de la 

cantidad objeto de transacción judicial en el pleito federal. Sin 

embargo, H & P indicó en su demanda que las horas trabajadas 

sobrepasaron la suma obtenida en el pleito federal. Por ello, razonó 

que correspondía ser remunerada a razón de la tarifa de $150.00 

por hora y que el total de horas trabajadas ascendía 

aproximadamente a la cantidad de $221,735.00. A dicha cantidad, 

H & P restó la suma recibida de $33,000.00. En consecuencia, la 

demandante reclamó el pago de $188,735.00 por concepto de los 

servicios profesionales prestados, a razón de la tarifa de $150.00 por 

hora, más una cantidad por concepto de honorarios de abogado. H 

& P manifestó que la supuesta deuda estaba vencida, líquida y 

exigible.  A su vez, señaló que había requerido el pago de la deuda, 

previo a la radicación de la demanda.    

 Luego de varios incidentes procesales, el 26 de septiembre de 

2014, H & P presentó una Moción de sentencia sumaria parcial. En 

específico, solicitó que el tribunal determinara incontrovertidos los 

siguientes hechos: que los codemandados Updatecom, Inc. y Ángel 

Figueroa Vivas contrataron los servicios de H & P; que el acuerdo de 

servicios profesionales disponía que ésta tendría derecho a cobrar 

honorarios contingentes equivalentes al 30% de la suma que se 

obtuviera finalmente, o a razón de una tarifa de $150.00 por hora, 

lo que fuera mayor; que los servicios contratados se realizaron; y 
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que, a razón de la tarifa de $150.00 por hora, las horas trabajadas 

por H & P sobrepasaban la cantidad de $33,000.00 recibidos como 

pago.   

 Por su parte, en la Moción en oposición a sentencia sumaria 

parcial, los codemandados Updatecom, Inc. y Ángel Figueroa Vivas 

argumentaron que había una controversia en cuanto a la existencia 

de la deuda reclamada y si la retribución de $33,000.00 hecha a H 

& P constituyó una aceptación de pago en finiquito.  

 El 15 de junio de 2017, el foro de instancia emitió la 

Resolución bajo la Regla 36.4 de Procedimiento Civil recurrida.  En 

ella, formuló una numeración de hechos incontrovertidos, pero no 

consignó aquellos hechos sobre los cuales existía controversia. 

Particularmente, el foro primario señaló que el 11 de agosto de 2010, 

Updatecom, Inc. y Ángel Figueroa Vivas suscribieron un contrato de 

servicios profesionales que constituía la ley entre las partes. El 

segundo párrafo de dicho contrato estableció que “[c]omo 

acordamos, nuestros honorarios serán equivalentes al treinta por 

ciento (30%) de cualquier suma que en su día se obtenga, ya sea por 

transacción o sentencia o ciento cincuenta dólares por hora ($150), 

la suma que sea mayor”. El foro sentenciador también estimó que 

no existía controversia en lo concerniente al tercer párrafo del 

contrato, relativo a la facturación mensual de las horas trabajadas 

a la tarifa $150.00 por hora, que se hará “a los efectos de computar 

el valor del trabajo de los abogados en caso de que los clientes 

terminen la relación abogado cliente”. El 6 de agosto de 2010, 

Updatecom, Inc. entregó un depósito de $4,000.00 en concepto del 

adelanto estipulado en el penúltimo párrafo del contrato. 

 Además, el foro recurrido consignó que el pleito federal se 

transigió por $110,000.00 mediante un acuerdo confidencial entre 

las partes. El 28 de febrero de 2014, se le entregó a H & P un cheque 

por la suma de $29,000.00 por concepto de honorarios, que en la 
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parte inferior izquierda lee “memo 30% sentencia-depósito”. El Lcdo. 

Samuel F. Pamias Portalatín endosó el cheque de y depositó la 

cuantía en una cuenta de banco. A su vez, el tribunal de instancia 

estableció que H & P remitió a Updatecom, Inc. una factura en cobro 

de honorarios profesionales por la suma total de $221.735.00, de 

los cuales restó el depósito de $4,000.00 y los $29,000.00, para un 

balance pendiente de pago de $188,735.00.  

Así pues, el foro recurrido señaló una vista evidenciaria “para 

dilucidar las cuestiones que por esta Resolución no es posible 

determinar por ser cuestiones de credibilidad y de intención de las 

partes”.2 Así pues, el foro sentenciador resolvió que, a la luz de la 

existencia de controversias sobre credibilidad, no procedía dictar 

sentencia sumariamente.  

La moción de reconsideración presentada por H & P fue 

declarada no ha lugar mediante Resolución emitida y notificada el 5 

de julio de 2017.  

Inconforme, el 7 de julio de 2017, H & P instó el presente 

recurso.  Señaló los siguientes errores:  

a. De considerarse que no procedía dictar sentencia sumaria 
de modo parcial, abusó de su discreción el TPI al no indicar 
en su Resolución aquellos hechos esenciales y pertinentes 
que, a su juicio, están realmente y de buena fe controvertidos 
y a pesar de ello, citar a las partes a una vista evidenciaria 
conforme a la Regla 36.4 de Procedimiento Civil y dejar sin 
efecto el juicio en sus méritos. 
 

b. De considerarse que no procedía dictar sentencia sumaria 
de modo par de modo parcial, erró el TPI al invertir el 
estándar aplicable en derecho en cuanto a que cuando los 
términos de un contrato son claros y no dejan duda sobre la 
intención de los contratantes, se estará al sentido literal de 
las cláusulas.  
 
c. De considerarse que no procedía dictar sentencia sumaria 
de modo parcial, erró el TPI al determinar como probados 
ciertos hechos que son contrarios a los hechos estipulados 
por las partes en su Informe Preliminar Entre Abogados de 
Conferencia con Antelación a Juicio, y que solo surgen de las 
alegaciones de los demandados sin que se obre en autos 
evidencia que los apoye. 
 
d. Erró el Honorable TPI al denegar la Moción de Sentencia 
Sumaria Parcial de la recurrente y el Honorable Tribunal de 

                                                 
2 Apéndice del recurso, pág. 276. 
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Apelaciones está en posición de sustituir su criterio por el del 
TPI por tratarse de una Moción de Sentencia Sumaria.  
 

Conforme lo autoriza la Regla 7(B)(5) del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R.7(B)(5), resolvemos 

sin ulterior trámite.  

II 

Mediante la presentación de un recurso de certiorari se 

pretende la revisión de asuntos interlocutorios, que han sido 

dispuestos por el foro de instancia en el transcurso y manejo del 

caso. Distinto al recurso de apelación, el tribunal al que se recurre 

mediante certiorari tiene discreción para atender el asunto 

planteado, ya sea expidiendo el auto o denegándolo. Véase, Rivera 

Figueroa v. Joe’s European Shop, 183 DPR 580, 596 (2011); García 

v. Padró, 165 DPR 324, 334 (2005).  

Así, pues, el certiorari es un recurso extraordinario cuya 

característica se asienta en “la discreción encomendada al tribunal 

revisor para autorizar su expedición y adjudicar sus méritos.” IG 

Builders et al. v. BBVAPR, 185 DPR 307, 338 (2012).  

Por su lado, la Regla 52.1 de Procedimiento Civil delimita los 

asuntos que este Tribunal puede revisar mediante el recurso de 

certiorari. A saber:  

[...]  
 

El recurso de certiorari para revisar resoluciones u 

órdenes interlocutorias dictadas por el Tribunal de 
Primera Instancia, solamente será expedido por el 
Tribunal de Apelaciones cuando se recurra de una 
resolución u orden bajo las Reglas 56 y 57 o de la 
denegatoria de una moción de carácter dispositivo. No 
obstante, y por excepción a lo dispuesto anteriormente, 
el Tribunal de Apelaciones podrá revisar órdenes o 
resoluciones interlocutorias dictadas por el Tribunal de 
Primera Instancia cuando se recurra de decisiones sobre 
la admisibilidad de testigos de hechos o peritos 
esenciales, asuntos relativos a privilegios 
evidenciarios, anotaciones de rebeldía, en casos de 
relaciones de familia, en casos que revistan interés 
público o en cualquier otra situación en la cual esperar 
a la apelación constituiría un fracaso irremediable de 

la justicia. Al denegar la expedición de un recurso de 
certiorari en estos casos, el Tribunal de Apelaciones 
no tiene que fundamentar su decisión.  
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Cualquier otra resolución u orden interlocutoria expedida 
por el Tribunal de Primera Instancia podrá ser revisada en 
el recurso de apelación que se interponga contra la 
sentencia sujeto a lo dispuesto en la Regla 50 sobre los 
errores no perjudiciales.  

 

32 LPRA Ap. V R. 52.1. (Énfasis nuestro).  
 

De otra parte, la discreción para entender en el recurso de 

certiorari no se ejerce en el vacío. La Regla 40 del Reglamento de este 

Tribunal establece los criterios que debemos considerar al momento 

de ejercer nuestra facultad discrecional; a decir:  

A. Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho.  
B. Si la situación de hechos planteada es la más indicada 
para el análisis del problema.  
C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal 
de Primera Instancia.  
D. Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales deberán 
ser elevados, o de alegatos más elaborados.  
E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 
es la más propicia para su consideración.  
F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
no causan un fraccionamiento indebido del pleito y una 
dilación indeseable en la solución final del litigio.  
G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
evita un fracaso de la justicia.  

 

4 LPRA Ap. XXII-B R. 40.  
 

Como se sabe, este Tribunal no habrá de intervenir con el 

ejercicio de la discreción en los asuntos interlocutorios ante la 

consideración del Tribunal de Primera Instancia, salvo en “un craso 

abuso de discreción o que el tribunal [haya actuado] con prejuicio y 

parcialidad, o que se [haya equivocado] en la interpretación o 

aplicación de cualquier norma procesal o de derecho sustantivo, y 

que nuestra intervención en esa etapa evitará un perjuicio 

sustancial.” Lluch v. España Service, 117 DPR 729, 745 (1986).  

Ello impone a este Tribunal la obligación de ejercer 

prudentemente su juicio al intervenir con el discernimiento del foro 

de instancia, de forma que no se interrumpa injustificadamente el 

curso corriente de los casos ante ese foro. Torres Martínez v. Torres 

Ghigliotty, 175 DPR 83, 97 (2008). Aunque la Regla 52.1 de las de 

Procedimiento Civil confiere competencia a este foro apelativo para 
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intervenir y acoger un certiorari sobre asuntos interlocutorios o 

dispositivos, ello está sujeto al ejercicio de nuestra discreción a los 

efectos de expedirlo o denegarlo.  

III 

La Regla 52.1 de Procedimiento Civil nos faculta para revisar 

resoluciones u órdenes interlocutorias dictadas por el Tribunal de 

Primera Instancia, cuando se recurre de la denegatoria de una 

moción de carácter dispositivo, como lo es la denegatoria de una 

moción de sentencia sumaria.3  

Sin embargo, cabe recalcar que la discreción para entender en 

el recurso de certiorari no se ejerce en el vacío. Es por ello que la 

citada Regla 40 del Reglamento de este Tribunal establece los 

criterios que debemos considerar al momento de ejercer nuestra 

facultad discrecional.  

Evaluada la petición de certiorari, así como la Resolución del 

foro recurrido, se desprende que la solicitud de la parte peticionaria 

no cumple con ninguno de los criterios de la Regla 40 del 

Reglamento de este Tribunal.  

Este Tribunal no habrá de intervenir con el ejercicio de la 

discreción en los asuntos interlocutorios ante la consideración del 

Tribunal de Primera Instancia, salvo que se demuestre que el foro 

recurrido cometió un craso abuso de discreción o que actuó con 

prejuicio y parcialidad, o se equivocó en la interpretación o 

aplicación de cualquier norma procesal o de derecho sustantivo, y 

que nuestra intervención en esa etapa evitaría un perjuicio 

sustancial. Ello no ocurrió en la presente controversia. 

Interpretamos que la Juzgadora de hechos fue cuidadosa y 

actuó cautelarmente al no acoger la solicitud de sentencia sumaria 

                                                 
3 Entre las mociones de carácter dispositivo, cuya denegatoria por el foro primario 
permite el ejercicio de nuestra función revisora, se encuentran la moción de 

desestimación, de desistimiento, de sentencia sumaria o de sentencia por las 
alegaciones. Rivera Figueroa v. Joe’s European Shop, 183 DPR 580, 594 (2011). 
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parcial de H & P, a su entender, sin contar con los elementos de 

juicio necesarios para ello. Cónsono con lo anterior, este Tribunal 

concluye que no se nos persuadió de que el foro de instancia hubiere 

cometido error alguno, que justifique nuestra intervención en esta 

etapa de los procedimientos. 

IV 

A la luz de lo antes expuesto, nos abstenemos de ejercer 

nuestra jurisdicción revisora y denegamos la expedición del auto de 

certiorari.  

Notifíquese inmediatamente al Tribunal de Primera 

Instancia, a la Hon. Elisa A. Fumero Pérez, Jueza Superior 

del Tribunal de Primera Instancia, Sala de San Juan y a los 

abogados de las partes vía facsímil y correo electrónico, y por 

la vía ordinaria. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
 

 
 


